
 

SIGMA 

República de Colombia 

Rama Judicial 

Jurisdicción Contenciosa Administrativa de La Guajira 

Juzgado Segundo Administrativo Mixto del Circuito de Riohacha 

 

Correo Memoriales de procesos radicados: j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Calle 7 No 15 – 58 - Oficina 406 

Palacio de Justicia 
Teléfono: (5) 7272443 
Celular: 3137081288  

Riohacha – La Guajira 
 

 

 
 

TRASLADO DE EXCEPCIONES  
 

Hoy, ocho (08) de octubre de dos mil veintiuno (2021), a las ocho de la 
mañana (8:00 am.), se corre traslado a la parte demandante por el 
termino establecido en lo dispuesto en el artículo 175 parágrafos No. 2 
del C.P.A.C.A de las EXCEPCIONES, presentadas en la contestación 
de la demanda, dentro del proceso que se tramita por el Medio de 
Control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO promovido por 
SIGILFREDO ANTONIO TRONCOSO MELO contra SERVICIO 
NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA radicado bajo N° 44-001-33-
40-002-2018-00365-00. 
 
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 
parágrafos No. 2 del C.P.A.C.A en concordancia con el 110 del Código 
General del Proceso. 
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Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-
00265-00

Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <jadmin02rch@notificacionesrj.gov.co>
Jue 15/04/2021 4:21 PM
Para:  Procuradoría 202 Adtva <procjudadm202@procuraduria.gov.co>; Victor Miguel Sierra Deluque
<vsierra@procuraduria.gov.co>; procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>;
dIaNiThA meRcHaN <servicioalciudadano@sena.edu.co>; valenciagomezabogados@gmail.com
<valenciagomezabogados@gmail.com>
Cco:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>

3 archivos adjuntos
2018-00265 EXPEDIENTE.pdf; 2018-00265-00.pdf; Acta de Notificación Electronica 265.pdf;

Conforme a lo dispuesto en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080
de 2021, nos permitimos notificarles personalmente la admisión del siguiente proceso

RADICADO: 44-001-33-40-002-2018-00265-00
MEDIO DE
CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE SIGILFREDO ANTONIO TRONCOSO MELO
DEMANDADO:      SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE (SENA) 

Se adjunta al presente el escrito de demanda con sus anexos, el auto admisorio de la misma y acta de
notificación electrónica.

Se deja constancia que por haber sido presentada esta demanda antes de la expedición del Decreto
806 de 2020 y la Ley 2080 de 2021, por esta única vez esta notificación contendrá el escrito de
demanda y los anexos de la misma, al igual que la notificación conjunta de los demandados y del
Ministerio Público y la comunicación de la admisión de la misma a Agencia Nacional del Defensa
Jurídica del Estado.

____________________________________________________________________________________
_________________________________________________________________________________
AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo
electrónico jadmin02rch@notificacionesrj.gov.co es de uso único y exclusivo
de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y
automáticamente se eliminara de nuestros servidores, apreciado usuario si tiene
alguna solicitud por favor comuníquese a los siguientes numero: Teléfono: (5)
7272443, Celular: 3137081288 o envíenos un correo electrónico a la siguiente 
dirección: j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co. Todas las
comunicaciones,  escritos, deberán presentarse en formato PDF, en el horario
comprendido de Lunes a Viernes de 08:00 A.M. a 12:00 M – 01:00 P.M. a 05:00
P.M.; de presentarse alguna por fuera de los horarios establecidos para este
Circuito Judicial, se entenderá recibido en el minuto hábil siguiente a la hora que
se presentó.

mailto:jadmin02rch@notificacionesrj.gov.co
mailto:j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Horario de Atención de Lunes a Viernes de 08:00 A.M. a 12:00 M – 01:00 P.M.
a 05:00 P.M.
 
OBSERVACION: Recuerde enviar su respuesta por un ÚNICO medio de
comunicación (correo físico, electrónico o fax), para así evitar la duplicidad de
documentos en el expediente y mantener la trazabilidad de su solicitud

No me imprimas si no es necesario. Protejamos el medio ambiente. 



16/4/2021 Correo: Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha - Outlook
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Retransmitido: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-
002-2018-00265-00

Microsoft Outlook
<MicrosoftExchange329e71ec88ae4615bbc36ab6ce41109e@etbcsj.onmicrosoft.com>
Jue 15/04/2021 4:21 PM
Para:  valenciagomezabogados@gmail.com <valenciagomezabogados@gmail.com>

1 archivos adjuntos (49 KB)
Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00;

Se completó la entrega a estos destinatarios o grupos, pero el servidor de destino no
envió información de notificación de entrega:

valenciagomezabogados@gmail.com (valenciagomezabogados@gmail.com)

Asunto: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00

mailto:valenciagomezabogados@gmail.com
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Entregado: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-
002-2018-00265-00

postmaster@defensajuridica.gov.co <postmaster@defensajuridica.gov.co>
Jue 15/04/2021 4:21 PM
Para:  procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>

1 archivos adjuntos (67 KB)
Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

procesosnacionales@defensajuridica.gov.co

Asunto: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00

mailto:procesosnacionales@defensajuridica.gov.co
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Entregado: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-
002-2018-00265-00

postmaster@procuraduria.gov.co <postmaster@procuraduria.gov.co>
Jue 15/04/2021 4:21 PM
Para:  Victor Miguel Sierra Deluque <vsierra@procuraduria.gov.co>

1 archivos adjuntos (67 KB)
Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

Victor Miguel Sierra Deluque

Asunto: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00

mailto:vsierra@procuraduria.gov.co
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Entregado: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-
002-2018-00265-00

postmaster@procuraduria.gov.co <postmaster@procuraduria.gov.co>
Jue 15/04/2021 4:21 PM
Para:  Procuradoría 202 Adtva <procjudadm202@procuraduria.gov.co>

1 archivos adjuntos (67 KB)
Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

Procuradoría 202 Adtva

Asunto: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00

mailto:procjudadm202@procuraduria.gov.co
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Entregado: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-
002-2018-00265-00

postmaster@sena.edu.co <postmaster@sena.edu.co>
Jue 15/04/2021 4:21 PM
Para:  dIaNiThA meRcHaN <servicioalciudadano@sena.edu.co>

1 archivos adjuntos (73 KB)
Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

dIaNiThA meRcHaN

Asunto: Notificación Personal Admisión Demanda Radicación No. 44-001-33-40-002-2018-00265-00

mailto:servicioalciudadano@sena.edu.co


EXCEPCIONES PREVIAS CONTESTACION DE DEMANDA SIGILFREDO TRONCOSO

Enalba Maria Rosado Botello <erosadob@sena.edu.co>
Lun 14/09/2020 22:44
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>



Enalba María Rosado Botello 
Abogada  Especialista en Derecho penal   
Corporación Universitaria De La Costa    
Calle 14ª. Bis # 17-86 Luis A. Robles – Celular 3003949953 
Riohacha – La Guajira 
Email: enalbarosado@hotmail.com        
 

 
 
 
Señor  
JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE RIOHACHA  
E. S.D- 
 
 
 
RADICADO:  44-001-33-40-002-2018-00265-00 
DEMANDANTE: SIGILFREDO ANTONIO TRONCOSO MELO  
DEMANDADO: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE-SENA. 
REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
 
ASUNTO: EXCEPCIONES PREVIAS  
 
 
ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO, mayor de edad, domiciliada y residente en la 
ciudad de Riohacha, abogada titulada e inscrita, identificada con cédula de ciudadanía 
No. 27.015.002 de Villanueva – La Guajira y portadora de la Tarjeta Profesional No. 
62.550 del C.S. de la J., actuando como apoderada del Servicio Nacional de 
Aprendizaje SENA Regional Guajira, según poder debidamente otorgado por la Dra. 
LINDA DE JESÚS TROMP VILLARREAL, también mayor de edad, identificada con 
cédula de ciudadanía No. 32’713.706, expedida en Barranquilla, respetuosamente 
solicito a su Despacho, que previo el trámite del proceso correspondiente, con citación 
y audiencia del Señor SIGILFREDO ANTONIO TRONCOSO  MELO, persona mayor 
y vecino de esta ciudad, demandante dentro del proceso referido,   proceda su 
Despacho a efectuar las siguientes. 
 
 
 

I. DECLARACIONES Y CONDENA 
 
 
PRIMERO: Declarar probada la excepción previa de inexistencia del Demandante, 
contemplada en el numeral 3º. del artículo 100 del Código General del Proceso.  
 
SEGUNDO: Condenar a la parte ejecutante representada por el doctor JOSE WILMAR 
VALENCIA GOMEZ identificado con la cedula de ciudadanía No. 10-259.278, portador 
de la T.P. No. 168171 del C.S. de la J.  como parte demandante dentro del proceso 
de la referencia, al pago de costas del proceso. 
 
TERCERO. Condenar   la parte ejecutante a los perjuicios causados.    
 
 

II. HECHOS 
 
1.- El señor SIGILFRDO ANTONIO TRONCOSO MELO, a través de su apoderado 
doctor JOSE WILMAR VALENCIA GOMEZ, impetro demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho contra el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, 
solicitando Reliquidación pensional, esta fue admitida el 7 de octubre de 2019, 
notificada el 9 de marzo de 2020, sin conocer el Juzgado que el señor Troncoso había 
fallecido el 11 de agosto de 2018,  como se evidencia con el Registro de defunción 
que anexo. 
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2.-   Por lo anterior, me permito invocar la Excepción Previa INEXISTENCIA DEL 
DEMANDANTE conforme a lo establecido en el numeral 3º del   artículo 100 del CGP, 
que preceptúa: 
 
 ART. 100. Excepciones previas: Salvo disposición en contrario el demandante podrá 
proponer las siguientes excepciones previas, dentro del término de traslado de la 
demanda: 
 

3 Inexistencia del demandante o del demandado 
 

  
III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 
Invoco como fundamento el numeral 3º. Del artículo 100 del Código General del 
Proceso. 
 
 

IV. COMPETENCIA 
 
 
Es usted competente, por conocer del proceso principal.  
 
 

V. PRUEBA 
 
 
Téngase como prueba el Registro de Defunción que aporto como sustento de la 
Excepción previa que presento. 
 

VI. ANEXO 
 
 

Anexo:1.- poder para actuar conferido por la Directora Regional y sus soportes que 
acreditan su calidad. 
 
            2.Tarjeta profesional de  la apoderada 
 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 
Las recibiré notificaciones en la Secretaría del despacho o en la Oficina Jurídica del 
SENA, Regional Guajira, calle 21, carrera 15 Avenida Aeropuerto 2º. Piso, de 
Riohacha,  o en la dirección electrónica, ltromp@sena.edu.co  o 
erosadob@sena.edu.co  o enalbarosado@hotmail.com 
 
Atentamente 

 
ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO 
C.C.No.27015002 expedida en Villanueva La Guajira.  
T,P. No. 62.550 del C.S. de la J.   

mailto:ltromp@sena.edu.co
mailto:erosadob@sena.edu.co


Enalba María Rosado Botello 
Abogada  Especialista en Derecho penal   
Corporación Universitaria De La Costa    
Calle 14ª. Bis # 17-86 Luis A. Robles – Celular 3003949953 
Riohacha – La Guajira 
Email: enalbarosado@hotmail.com        
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Enalba María Rosado Botello 
Abogada  Especialista en Derecho penal   
Corporación Universitaria De La Costa    
Calle 14ª. Bis # 17-86 Luis A. Robles – Celular 3003949953 
Riohacha – La Guajira 
Email: enalbarosado@hotmail.com        
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 







Doctora 
KELLY JOHANNA NIEVES CHAMORRO 
JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO 
 Riohacha La Guajira 
  

  

LINDA DE JESÚS TROMP VILLARREAL, identificada con la C.C. No. 32’713.706 
expedida en Barranquilla, mayor de edad, domiciliada y residente en Riohacha, 
actuando como Directora Regional y por ello, en representación legal del SERVICIO 
NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA, manifiesto que confiero Poder Especial, 
amplio y suficiente a la Doctora ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO, mayor de 
edad, domiciliada y residente en esta ciudad, identificada con cédula de ciudadanía 
No. 27.015.002 expedida en Riohacha La Guajira, abogada titulada y en ejercicio, 
portadora de la Tarjeta Profesional 62.550 del C.S. de la J., para que actuando en 
nuestra representación, defienda los intereses del SENA, dentro del Proceso de 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho,  promovido por  el   señor SIGILFREDO 
ANTONIO TRONCOSO MELO,   radicado con el número 44-001-33-40-002-2018-
00265-00 

Otorgo a la Doctora, ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO amplias facultades para 
notificarse de providencias, contestar la demanda, interponer recursos, recibir, 
conciliar, transigir, desistir, sustituir y reasumir el presente mandato en la defensa de 
nuestros derechos y les solicito, reconocerle personería en estos términos. 

Otorgo, 

  

 

LINDA DE JESÚS TROMP VILLARREAL 
C.C. No. 32’713.706 expedida en Barranquilla 
  

Acepto 

  

ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO  
C.C.27.015.002 expedida en Villanueva – La Guajira. 
T.P. No. 62.550 del C.S. de la J.  
  

 

Firmado digitalmente por 
Linda Tromp Villarreal





CONTESTACION DE DEMANDA SIGILFREDO TRONCOSO

Enalba Maria Rosado Botello <erosadob@sena.edu.co>
Lun 14/09/2020 22:40
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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Señor  
JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE RIOHACHA  
E. S.D- 
 
 
 
 
RADICADO:  44-001-33-40-002-2018-00265-00 
DEMANDANTE: SIGILFREDO ANTONIO TRONCOSO MELO  
DEMANDADO: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE-SENA. 
REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
 
ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA. 
 
 
ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO, mayor de edad, domiciliada y residente en la 
ciudad de Riohacha, abogada titulada e inscrita, identificada con cédula de ciudadanía 
No. 27.015.002 de Villanueva – La Guajira y portadora de la Tarjeta Profesional No. 
62.550 del C.S. de la J., actuando como apoderada del Servicio Nacional de 
Aprendizaje SENA Regional Guajira, según poder debidamente otorgado por la Dra. 
LINDA DE JESÚS TROMP VILLARREAL, también mayor de edad, identificada con 
cédula de ciudadanía No. 32’713.706, expedida en Barranquilla, quien actúa en su 
condición de Directora Regional y Representante Legal de la entidad, Establecimiento 
Público del Orden Nacional, adscrito al Ministerio del Trabajo, en virtud del 
nombramiento realizado por el Director General mediante Resolución N° 00273 de 
2006 y Modificación Acta de Posesión N° 00128, con el debido respeto, y dentro del 
término legal, procedo a presentar la contestación de la demanda  de  Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho  interpuesta por el señor SIGILFREDO ANTONIO 
TRONCOSO MELO, contra el  Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, en los 
siguientes términos: 
 

I.LA DEMANDA 
 
 
A través de la interposición de la presente acción, solicita el demandante, en el acápite 
denominado “PRETENSIONES”, lo siguiente: 
 
“1º. Declarar la nulidad de la Resolución No- 2691 del 06 de diciembre de 2016 
expedida por la Secretaria General del Sena la cual negó a nuestro poderdante la 
reliquidación de su pensión de jubilación con todos los factores devengados por ella 
en el último año de servicio. 
 
2.-Como consecuencia de lo anterior declaración en calidad  de restablecimiento del 
derecho , ordenar la reliquidación y reajuste de la pensión de jubilación  reconocida 
por el Servicio nacional de Aprendizaje SENA, a nuestro poderdante, liquidando y 
pagando a expensas de la accionada  a favor de la demandada  la totalidad  de las 
diferencias , entre lo que se ha venido pagando en virtud de la resolución No, 01859 
del 15 de julio de 2008 y la sentencia que ponga fin a este proceso, a partir  del retiro 
efectivo del servicio  hasta la inclusión en nómina con la totalidad  de los factores 
salariales devengados  en el último año de servicio y/o y/o remuneración directa esto 
es:  
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FACTORES SALARIALES: Asignación mensual, subsidio de alimentación Horas 
extras, Horas extras nocturnas, Viáticos ocasionales nacionales, Bonificación Anual, 
Auxilio Educativo, Sueldo por vacaciones, Prima de Servicios de Junio. Y demás 
factores a que haya lugar establecidos en el artículo 45   del Decreto 1045 de 1.978 
así:  
 
“Articulo 45- De los factores de salario para la liquidación de cesantía y pensiones. 
Para efectos de reconocimiento y pago de auxilio de cesantía y de las pensiones a 
que tuvieren derecho los empleados públicos y trabajadores oficiales en las 
liquidaciones se tendrán en cuenta los siguientes factores de salario: 
 
a-La asignación básica mensual  
b. gastos de representación y la prima técnica  
c.-los dominicales y festivos. 
d.- las horas extras  
e. los auxilios de alimentación y transporte 
f.-la prima de navidad  
g.-bonificación `por servicios prestados 
h. la prima de servicio  
i.-viáticos que reciben los funcionarios trabajadores en comisión cuando se haya 
percibido por un término no inferior a ciento ochenta días en l último año de servicio- 
j. los incrementos salariales  
 
k la prima de vacaciones  
l el valor del trabajo suplementario el realizado en día nocturno o en día de descanso 
obligatorio m 
m. la primas y bonificaciones- que fueron debidamente otorgada con anterioridad a la 
declaratoria de inexequibilidad  del artículo 38 del Decreto 3130 de 1968, modificado  
posteriormente . 
   
 
 Los anteriores factores salariales, deberán liquidarse en doceavas partes lo que se 
causen anualmente y sexta partes los que se causen semestralmente como prima de 
servicio de junio y la prima de servicios de diciembre a este valor se le aplicara la tasa 
de remplazo del 75% tal como lo establece la ley 33 de 1.985. 
 
3.-Declarar la nulidad del artículo primero de la Resolución No.01859 del 15 de JULIO 
de 2008, (mediante el cual se reconoce la pensión de jubilación) en cuanto al monto 
de la primera mesada pensional de jubilación  
 
4.-Como consecuencia de la anterior declaración, en calidad de Restablecimiento del 
Derecho, ordenar reajustar la pensión de jubilación, mes por mes,   y año por año, a 
partir del 09 de  DICIEMBRE  DE  2007, (día del retiro definitivamente  para acceder  
al derecho a la pensión de jubilación) a la fecha son los nuevos valores que arrojan la 
reliquidación solicitada  en el literal  anterior.  
 
5.Como consecuencia de la anterior declaración, en calidad de Restablecimiento del 
Derecho, ordenar el pago efectivo e indexado de los dineros correspondientes a la 
diferencia que resulte entre la liquidación solicitada y las sumas canceladas por 
concepto de pensión de jubilación desde el 09 de DICIEMBRE de 2007, (día del retiro 
definitivamente para acceder al derecho a la pensión de jubilación) en adelante hasta 
la fecha hasta que sea reconocido el derecho precitado. 
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6.-Ordenar el pago de los intereses moratorios sobre los dineros provenientes del 
reconocimiento de la aplicación de los porcentajes precitados en los numerales 
anteriores a partir de la ejecutoria de la Sentencia (Sentencia C-188/99expediente 
2191 del 24 de marzo de 1999) 
 
7.-Ordenar a la Entidad demandada el cumplimiento de la sentencia que ponga fin a 
la presente acción en la forma y términos señalados en los artículos 192 y 195 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
SIEMPRE Y CUANDO LA SENTENCIA RESULTE MAS FAVORABLE PARA EL 
DEMANDANTE EN RELACION CON SU SITUACION JURIDICA PENSIONAL 
ACTUAL.” 
 
 

II. REPLICA A LOS HECHOS  
 
 

Me referiré a los hechos planteados en la demanda, así:  
  
El 1º.  Es cierto, conforme a la copia allegada a la demanda y que obra en el Archivo 
de la entidad. 
 
El 2º. No es cierto, según la Resolución (Resolución No,00467 del 11 de mayo de 
2001) que le Reconoce la pensión de jubilación al señor TRONCOSO, se establece 
que laboro 20 años, 6 meses y 7 días. Anexo copia.  
  
El 3º. NO es cierto   
 
El 4º. NO   es cierto al señor SIGILFREDO ANTONIO TRONCOSO, se le reconoció 
pensión de jubilación mediante Resolución No,00467 del 11 de mayo de 2001 y no 
por Resolución 01859del 15 de julio de 2008. 
 
El. 5º Parcialmente cierto, en cuanto al 75% promedio de lo devengado del 1º. De abril 
de 1994 al 22 de mayo de 2000.   
 
El .6º. No es cierto. 
 
El 7º. Es cierto. 
 
El 8. No es cierto. 
 
El 9. no es cierto  
 
El 10. No   es   de este acápite. 
 
 

III.REPLICA AL CONCEPTO DE VIOLACION 
 

El señor SIGILFREDO ANTONIO TRONCOSO MELO, laboro 20 años   seis (6) meses 
y siete (7) días. 
 
Por haber labora más de 20 años  al  servicio público y tener 55 años de edad  y ser 
beneficiario del régimen de transición consolidando su pensión  de conformidad con 
la Ley  33 de .985, en cuanto a la edad, tiempo de servicio y monto , teniendo en 
cuenta par u liquidación  el 75% del promedio de factores  que sirvieron  de base 
para los aportes en el último año  de servicio. 
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Hasta la expedición del Decreto 4937 de 2009, el Servicio Nacional de Aprendizaje 
SENA,  reconoció pensiones de jubilación   de conformidad con la Ley 33 de 1985, 
para aquellos empleados públicos que acreditaran  el cumplimiento  de los requisitos 
necesarios: 20 años de servicio oficial y 55 años de edad . 
  
  
Con la expedición de la ley 100 de 1993 se creó el Sistema de Seguridad Social 
Integral, derogando los regímenes pensionales existentes para ese momento e 
integrándolos en un sistema general. Como consecuencia, los requisitos de edad y 
tiempo de servicios, o semanas de cotización para acceder al reconocimiento y pago 
de la pensión de vejez sufrieron modificación. 
 
Sin embargo, con el fin de proteger a quienes tenían expectativa legítima de adquirir 
el derecho a la pensión por estar próximos a cumplir los requisitos para ello, el 
legislador estableció un régimen de transición que quedó contemplado en el artículo 
36 ibídem, dirigido a hacer efectivo el principio de favorabilidad en la interpretación y 
aplicación de la ley laboral. Específicamente, la mencionada disposición señala: 
  
“ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión de 
vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para 
los hombres, hasta el año 2014, fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, 
es decir, será de 57 años para las mujeres y 62 para los hombres. 
 
La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de 
semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al 
momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de 
edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince 
(15) o más años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior 
al cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables 
a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las 
disposiciones contenidas en la presente Ley. 
 
El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el 
inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, 
será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o 
el cotizado durante todo el tiempo si este fuere Superior, actualizado 
anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor, según 
certificación que expida el DANE. (…)” 
  
Acorde con lo anterior, son beneficiarios de la transición pensional, quienes al 
momento de entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones (1° de abril de 
1994), tuvieran 35 años o más en el caso de las mujeres, o 40 o más en el caso de 
los hombres, o contaran con 15 o más años de servicios. 
  
Esta garantía, implica que para el reconocimiento pensional de aquellas personas 
cubiertas por la transición, se tendrá en cuenta el régimen anterior al cual se 
encontraban afiliadas, según el principio de favorabilidad, respecto de los siguientes 
elementos: i) Edad para acceder a la pensión de vejez; ii) Tiempo de servicio o número 
de semanas cotizadas; iii) Monto de la pensión de vejez. 
  
Ahora bien, en relación con la aplicación de los dos primeros elementos no ha existido 
ningún tipo de controversia. Sin embargo, el tercer aspecto, esto es, la noción 
de“monto”, sí ha sido objeto de amplios debates a nivel doctrinario y jurisprudencial. 
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En efecto, la Jurisdicción Contenciosa Administrativa dando aplicación al principio de 
inescindibilidad, ha venido señalando, que no resultan aplicables las normas 
reglamentarias de la Ley 100 de 1993, que determinan las bases que se deben tener 
en cuenta para la liquidación pensional del personal sometido al régimen de transición 
pensional de que trata el inciso 2° del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues si la 
prestación periódica se debe liquidar y reconocer bajo una ley anterior en los aspectos 
de edad, tiempo y monto pensionales (entendiendo por monto la dupla porcentaje y 
base de la liquidación), sería esta normatividad la aplicable, más aún cuando 
contempla una regulación especial, favorable y diferente. 
  
Por su parte, el máximo órgano de cierre de la justicia ordinaria, ha interpretado que 
cuando el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, establece  el término  “monto” de la 
pensión, sólo hace referencia al porcentaje (75%); pero que el ingreso base de 
liquidación que se debe tener en cuenta es el que consagra el inciso 3º del artículo 36 
de la Ley 100 de 1993, es decir, el promedio de los salarios devengados que sirvieron 
de base para los aportes durante los últimos 10 años. 
  
A su vez, la H. Corte Constitucional, en reciente sentencia SU-230 de 2015, precisó 
que si bien existía un precedente reiterado por distintas Salas de Revisión de esa 
Corporación, en cuanto a la aplicación de los principios de inescindibilidad e 
integralidad del régimen especial, en el sentido que el monto de la pensión incluía el 
IBL como un aspecto a tener en cuenta en el régimen de transición – criterio decantado 
por el Consejo de Estado -, también lo es que el Tribunal Constitucional no se había 
pronunciado en sede de constitucionalidad acerca de la interpretación que debe darse 
al inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, señalando categóricamente que el 
IBL no es un elemento del régimen de transición, por lo que siendo competencia de la 
Sala Plena de esa Corporación establecer un cambio de jurisprudencia, aún en 
aquéllos casos en que existe la denominada jurisprudencia en vigor, acogía la Corte 
Constitucional la tesis de la H. Corte Suprema de Justicia. Para sustentar ese cambio 
de jurisprudencia sostuvo esencialmente que:  
  
“Aunque la interpretación de las reglas del IBL establecidas en la Sentencia C-258 de 
2013[1] se enmarcan en el análisis del régimen especial consagrado en el artículo 17 
de la Ley 4 de 1992, con fundamento (i) en que dicho régimen vulneraba el derecho a 
la igualdad al conceder privilegios a una de las clases más favorecidas de la sociedad 
y (ii)en la medida en que el régimen especial de congresistas y magistrados contiene 
ventajas desproporcionadas frente a los demás regímenes especiales, ello no 
excluye la interpretación en abstracto que se realizó sobre el artículo 36 de la 
Ley 100 de 1993 en el sentido de establecer que el IBL no es un aspecto de la 
transición y, por tanto, son las reglas contenidas en este las que deben 
observarse para determinar el monto pensional con independencia del régimen 
especial al que se pertenezca.” 
   
Adicionalmente, arguyó la Sala Plena de la Sección Segunda que la Corte 
Constitucional validó una interpretación dada por el órgano de cierre de la jurisdicción 
ordinaria, a la luz del precedente sentado en la sentencia C-258 de 2013, no obstante, 
advirtió que la máxima autoridad Contencioso Administrativa ha mantenido una 
posición invariable con relación al  monto de las pensiones en el régimen de transición 
y que sus interpretaciones han sido encontradas conforme a la Constitución por el Alto 
Tribunal Constitucional, por lo que de acogerse la variación interpretativa, se afectaría 
el derecho a la igualdad de los beneficiarios del régimen de transición.  
  
  Es pertinente para el caso subjudice hacer una relación de las normas que regulan 
el régimen de transición, las  cuales ha sido de controversia para la reliquidación de 
pensiones  
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 4.2 Sobre el monto de la pensión de vejez en la Ley 797 de 2003 
 El artículo 34 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 10 de la Ley 797 de 
2003 señala: 
 
“ARTÍCULO 10. El artículo 34 de la Ley 100 de 1993 quedará así: 
 
Artículo 34. Monto de la Pensión de Vejez. El monto mensual de la pensión de vejez, 
correspondiente a las primeras 1.000 semanas de cotización, será equivalente al 6596 
del ingreso base de liquidación. Por cada 50 semanas adicionales a las 1.000 hasta 
las 1.200 semanas, este porcentaje se incrementará en un 296, llegando a este tiempo 
de cotización al 7396 del ingreso base de liquidación. Por cada 50 semanas 
adicionales a las 1.200 hasta las 1.400, este porcentaje se incrementará en 396 en 
lugar del 296, hasta completar un monto máximo del 8596 del ingreso base de 
liquidación. 
 
El valor total de la pensión no podrá ser superior al 8596 del ingreso base de 
liquidación, ni inferior a la pensión mínima de que trata el artículo siguiente (…)”. 
 
Lo anterior significa que el valor de la pensión que se liquide con base en esta norma, 
equivaldrá al 65% del Ingreso Base de Liquidación cuando la persona haya cotizado 
1.000 semanas, porcentaje que se incrementa en un 2% por cada 50 semanas 
adicionales a esas primeras 1.000 y en un 3% por cada 50 semanas cotizadas 
adicionales a las primeras 1.200 semanas, hasta llegar a un porcentaje máximo de 
liquidación del 85%, el cual se consigue con un total de 1.400 semanas cotizadas. 
Este, en consecuencia, sería el límite máximo de porcentaje de liquidación que se le 
aplica al Ingreso Base de Liquidación para calcular la pensión de vejez. 
 
Ahora bien, el artículo 288 de la Ley 100 de 1993 establece: 
 
"Artículo 288. Aplicación de las disposiciones contenidas en la presente ley y en las 
leyes anteriores. Todo trabajador privado u oficial, funcionario público, empleado 
público y servidor público tiene derecho a la vigencia de la presente ley a que le sea 
aplicable cualquier norma en ella contenida que estime favorable ante el cotejo con lo 
dispuesto en leyes anteriores sobre la misma materia, siempre que se someta a la 
totalidad de disposiciones de esta ley”. 
 
 

 
[1] M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
  
[2] Criterio que aparece reafirmado en las consideraciones de la sentencia de unificación proferida 
por la sección segunda del H. Consejo de Estado el 12 de septiembre de 2014, 
Consejero   Ponente:    Gustavo   Eduardo Gómez   Aranguren (E), Ref: Expediente No. 25000-
23-42-000-2013-00632-01 (1434-2014) Actor: Gladys Agudelo Ordóñez. Accionada 
Administradora Colombiana De Pensiones - Colpensiones - 
  
He querido traer a colación en esta contestación de Demanda, estas sentencias, 
jurisprudencias y doctrinas, de manera de  ilustración debido a que existe muchas 
interpretaciones con el régimen de transición, no obstante me detendré a realizar un 
análisis relacionado con la parte fáctica y jurídica. 
  
Frente al caso que nos ocupa, el SENA, reconoció pensiones de jubilación de 
conformidad con lo dispuesto en la ley 33 de 1.985, hasta la expedición del Decreto 
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https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/ley_0100_1993_pr008.htm#288
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4937 de 2009, para aquellos empleados públicos que acreditaran el cumplimiento de 
los requisitos necesarios, esto es, 20 años de servicio oficial y 55 años de edad. 
 
 Al entrar en vigencia el Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 
(por regla general 10 de abril de 1994, artículo 151 ibídem), y en virtud de la transición 
establecida en el artículo 36 de dicha norma, las pensiones de jubilación oficial 
generalmente, fueron liquidadas de la siguiente forma: 
 
• Para aquellas personas que al 10 de abril de 1994, les faltaban más de 10 años para 
adquirir el derecho a la pensión, en cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 36- 
inciso 2º y 3º de la Ley 100 de 1993 y la jurisprudencia reiterada en ese momento por 
el H. Consejo de Estado (entre otras, las sentencias 470 del 21 de septiembre de 
2000, 249 del 24 de julio de 2003 y 4423-01 del 13 de marzo de 2005), se liquidó la 
pensión conforme a lo establecido por el artículo 1º de la Ley 33 de 1985, esto es, con 
el 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año 
de servicios. 
 
• Para aquellas personas que al 10 de abril de 1994 les faltaban menos de 10 años 
para adquirir el derecho a la pensión, ésta se liquidó con el promedio de lo devengado 
en todos los factores salariales desde el 11 de abril de 1994, hasta el día en que 
cumplió los requisitos. 
 
Adicionalmente, para las personas que siguieron laborando después de adquirir el 
derecho a la pensión, se les re liquidó la pensión con los sueldos devengados desde 
el día siguiente al de la causación del derecho y hasta el día del retiro del servicio, 
como lo ordena el artículo 150 de la Ley 100 de 1993. 
 
Para las entidades públicas, los factores señalados en el artículo 10 de la Ley 62 de 
1985, que modificó el artículo 3° de la Ley 33 de 1985, es restrictiva, como venía 
interpretándose jurisprudencialmente antes del 4 de agosto de 2010, ya que sobre 
esos factores es que la entidad puede estimar las reservas presupuestales que debe 
hacer para pagar los aportes en la respectiva vigencia, tal como lo señala el mismo 
artículo: 
 

"Artículo 10. Todos los empleados oficiales de una entidad afiliada a 
cualquier Caja de Previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas 
de dicha Caja, ya sea que su remuneración se impute presupuestalmente 
como funcionamiento o como inversión. //Para los efectos previstos en el 
inciso anterior, la base de liquidación para los aportes proporcionales a la 
remuneración del empleado oficial, estará constituida por los siguientes 
factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación 
básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional 
y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por 
servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna 
o en día de descanso obligatorio, En todo caso, las pensiones de los 
empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los 
mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes". 
(Negrillas fuera de texto). 

 
Por ende, es claro que la intención del legislador al enlistar unos factores base de 
cotización, fue también la de permitirle u obligar a las entidades públicas a hacer sus 
cálculos presupuestales y obtener las correspondientes provisiones en cada vigencia 
presupuestal. 
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Lo anterior sería imposible, si la determinación de los factores base de cotización se 
hubiera dejado solamente a la reglamentación de las Cajas, como lo señalaba la parte 
inicial del artículo, o abierto a criterio del intérprete, como lo señaló el Consejo de 
Estado en la sentencia del 4 de agosto de 2010. 
 
El texto resaltado de la norma es imperativo, en cuanto a que la base de liquidación 
para los aportes proporcionales a la remuneración del empleado oficial, "estará 
constituida por los siguientes factores", que enuncia. Si la intensión del legislador 
hubiera sido dejarlos abiertos o a criterio de cada entidad o de cada Juez, hubiera 
dicho "estará constituido por factores tales como… ", 0 "entre ellos por... ", etc., o 
simplemente hubiera dicho de estaba constituido por los factores salariales, pero no 
lo hizo. 
 
La interpretación hecha en la sentencia invocada, va en contravía del artículo 48 de la 
Constitución, adicionado por el Acto Legislativo 01 de 2005, que establece como 
principio constitucional "la sostenibilidad financiera del Sistema" pensional, y señala 
que "Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre 
los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones"; también va en contravía 
del texto del artículo 10 de la Ley 33 de 1985, en cuanto dispone: " ... tendrá derecho 
a que ... se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta 
y cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes 
durante el último año de servicio". 
 
Las dos normas tienen en común que al referirse al ingreso base de liquidación de la 
pensión se refieren a los aportes que se hubieren cotizado, no de los aportes que se 
coticen hacia el futuro. En condiciones excepcionales y por incumplimiento en el pago 
de los aportes establecidos legalmente es posible hacer pagos extemporáneos, pero 
esa premisa no puede convertirse en la regla general de todos los servidores públicos 
del Estado. 
 
Así, la interpretación de la sentencia invocada atenta contra la seguridad jurídica, no 
solo de la liquidación de las pensiones, sino del pago de los aportes pensionales que 
hicieron de buena fe las entidades públicas y los empleados con base en lo dispuesto 
expresamente por la norma transcrita y la jurisprudencia imperante en esos 
momentos; pero también atenta contra la seguridad jurídica de los aportes futuros, ya 
que podría dársele la misma interpretación a las normas que están vigentes y se están 
aplicando actualmente. 
 
Para llegar a la interpretación que señala la sentencia invocada del 4 de agosto de 
2010, la Sección Segunda se remite al análisis del artículo 45 del Decreto 1045 de 
1978, que en nuestro criterio no es aplicable, porque ese Decreto que señala una larga 
lista de factores salariales para la liquidación de la pensión, fue expedido en vigencia 
del Decreto Ley 3135 de 1968, que establecía una forma diferente de liquidar la 
pensión de jubilación, señalando en su artículo 27 que ésta se liquidaba con el 75% 
"del promedio de los salarios devengados durante el último año de servicio". 
 
Bajo ese esquema normativo resulta evidente que el listado de factores salariales para 
liquidar la pensión que señalaba el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978 era 
enunciativo, puesto que lo que en realidad primaba era los salarios devengados por 
el empleado oficial en su último año de servicios, como lo establecía el artículo 27 del 
Decreto 3135 de 1968. 
 
El caso de la Ley 33 de 1985 es diferente, ya que el legislador limitó en su artículo 10 
los factores salariales de la liquidación de la pensión, a aquellos que hayan servido de 
base para los aportes durante el último año de servicio, señalando que la pensión 
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sería del 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el 
último año de servicio, y en su artículo 30, modificado por la ley 62 de 1985, indicó 
expresa y taxativamente cuáles son esos factores salariales sobre los cuales las 
entidades públicas y sus servidores públicos están obligados a pagar los aportes 
pensionales. 
 
Desde esa Ley 33 de 1985, ese ha sido el criterio legal que ha orientado la liquidación 
de la pensión de jubilación; es así como el Acto Legislativo 01 de 2005, que adicionó 
el artículo 48 de la Constitución Política, elevó a rango constitucional la premisa en 
virtud de la cual para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los 
factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones, regla que 
se resume en que el monto de la pensión depende de lo cotizado, y que se sustenta 
en el carácter de salario diferido de la pensión. 
 
En este sentido vale la pena hacer alusión a la reciente sentencia proferida por el 
Tribunal Administrativo de Nariño el 23 de mayo de 2013, Rad. 
5200133330042012010100, en la cual se dispone que es obligatorio para los Jueces 
seguir el precedente jurisprudencial dispuesto por la H. Corte Constitucional en la 
sentencia C-258 de 2013, que prevé dentro de su ratio decidendi que para la 
liquidación de las pensiones se deben tener en cuenta únicamente los factores sobre 
los cuales se haya efectuado aportes al Sistema General de Pensiones, en armonía 
con lo dispuesto por el Acto Legislativo No. 01 de 2005, el cual elevó a rango 
constitucional el principio de la sostenibilidad financiera. 
 
En ese orden, concluye el Tribunal que, conforme con la sentencia C-816 de 2011 "en 
donde la H. Corte Constitucional, con ponencia del Dr. Mauricio González Cuervo, 
declaró la exequibilidad condicionada de la norma, en el entendido que se aplicarán 
de manera preferente las sentencias de constitucionalidad proferidas por la H. 
Constitucional. (... y en aplicación del criterio jurisprudencial expuesto en la sentencia 
C-258 de 2013 se tiene que no hay lugar a disponer la reliquidación de la pensión del 
señor (…, como quiera que se le reconoció la pensión conforme a los factores que 
efectivamente cotizó ( ... se estima que resulta procedente la aplicación de la sentencia 
C-258 de 2013, ordenando el reconocimiento de la pensión conforme a los factores 
que hizo aportes, esto es, salario básico y bonificación por servicios, lo que implica 
que no hay lugar a la reliquidación 
pretendida ". 
 
Adicionalmente debe señalarse que la H. Corte Constitucional en sentencia de 
constitucionalidad C- 258 de 2013;;, plasmó precedente constitucional, en donde 
señaló que" como factores de liquidación de la pensión, sólo podrán tomarse aquellos 
ingresos que hayan sido recibidos efectivamente por el beneficiario, que tengan 
carácter remunerativo del servicio y sobre los cuales se hubieren realizado las 
cotizaciones respectivas al sistema de pensiones" (negrillas fuera del texto). Por ello, 
las pensiones reconocidas a empleados públicos deben tener una correspondencia 
directa entre lo cotizado y el monto de la mesada, en concordancia con la regla 
establecida por el Acto Legislativo 001 de 2005, pues lo contrario generaría una 
desproporción excesiva que es finalmente asumida con recursos públicos. 
 
6. Que para reafirmar la improcedencia de la reliquidación pensional pretendida, debe 
citarse lo indicado por la Agencia Nacional de Defensa Judicial a través de 
comunicación 20131030006261 radicada en esta entidad el día 24 de junio de 2013 
con el número 1-2013-012842, en donde frente al tema expresamente manifestó: 
 

"En primer término, consideramos necesario hacer referencia a la Sentencia 
C-634/11 del 24 de agosto de 2011, que resolvió la demanda de 
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inconstitucionalidad instaurada contra el artículo 10 (parcial) de la Ley 1437 
de 2011, Magistrado Ponente Luis Ernesto Vargas Silva." 
 
"En esta Sentencia, manifestó la Corte Constitucional que el legislador 
incurrió en una omisión legislativa relativa al dejar de señalar que las 
autoridades administrativas deben tener en cuenta, en la adopción de sus 
decisiones, no sólo las reglas de derecho expresadas por las sentencias de 
unificación que adopte el Consejo se Estado, sino también la jurisprudencia 
proferida por la Corte, en virtud del principio de supremacía constitucional y 
de los efectos de la cosa juzgada constitucional regulados por el artículo 243 
C.P. " 
 
"Sostiene también la Corte, que cuando se esté ante la divergencia de 
interpretaciones de índole judicial, la administración deberá optar por aquella 
que mejor desarrolle los derechos, principios y valores constitucionales, 
optando por la decisión que de mejor manera interprete el imperio de la 
Constitución y de la ley, para el caso concreto. Así las cosas frente a la ex 
tensión de jurisprudencia sostiene la Corte que (...) "En consecuencia, a 
efectos de estudiar las solicitudes de extensión de jurisprudencia, las 
autoridades administrativas Yo por ende, la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica, debe tener en cuenta no sólo la jurisprudencia del Consejo de 
Estado, sino también, la jurisprudencia de la Corte Constitucional. " 
 
" ... La alusión a la Sentencia C-634/11 cobra especial importancia en el caso 
en comento, ya que frente a la interpretación que debe darse del artículo 36 
de la Ley 100 de 1993, la Corte Constitucional en sentencias C-168 de 1995, 
entre otras, y la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia sentencia de 
13 de abril de 2010, han sostenido una interpretación jurídica distinta de la 
expuesta por el Consejo de Estado en la sentencia de unificación referida." 
 
"La Corte Constitucional ha expresado que aquellos empleados que resulten 
amparados por el régimen de transición, conservarían su derecho a adquirir 
la pensión de vejez según las disposiciones anteriores a la Ley 100 de 1993 
únicamente respecto a la edad, tiempo de servicios o número de semanas 
cotizadas y monto de la pensión, mientras el ingreso base de liquidación y 
demás condiciones son las que se establecen en la propia Ley y su decreto 
reglamentario." 
 
"Según lo manifiesta la Corte Constitucional, el "monto" e "ingreso base de 
liquidación" son dos conceptos distintos, siendo el primero la tasa de 
reemplazo o el porcentaje aplicable al ingreso base de liquidación, mientras 
que el segundo, está compuesto por los factores salariales devengados 
durante el tiempo que la ley misma ley 100 señala en su artículo 36." 
 
"Así las cosas, el inciso segundo del artículo 36 de la ley 100 de 1993 se 
refiere a "monto de la pensión", y el inciso tercero se refiere al Ingreso Base 
de Liquidación (IBL); el "monto" será el porcentaje aplicable a esa base, 
señalado por la normatividad anterior para el caso concreto, mientras que los 
factores salariales, al ser parte del IBL, serán los señalados por la 
normatividad  actual, en este caso por el Decreto 1158 de 1994" 
 
"Lo anterior encuentra respaldado en la reciente jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, en su publicitada sentencia C-258 de 2013, conocida por 
comunicado de prensa No. 17 de 7 de mayo de 2013, en el que se precisó 
que el ingreso base de liquidación para la pensiones amparadas por el 
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régimen de transición es el dispuesto en el tercer inciso de la ley 100 de 1993 
y que ni éste ni los factores salariales debían calcularse con referencia a 
normas distintas de las del sistema general de pensiones ... " 
 
"…De análisis anterior se concluye que la jurisprudencia colombiana no ha 
sido pacífica ni sostenida frente a la interpretación del alcance del régimen de 
transición contenido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y por tanto, no 
existe unidad jurisprudencial en las Altas Cortes, bien sea en la Corte 
Constitucional o en el Consejo de Estado." 
 
"Adicionalmente, y de conformidad con lo dispuesto en los artículo 10 y 102 
de la Ley 1437 de 2011 y lo manifestado en la sentencia C-634/11 de la Corte 
Constitucional, las entidades administrativas al resolver un asunto de su 
competencia, como la solicitud de extensión de jurisprudencia, tiene el deber 
de aplicar de manera uniforme las normas y la jurisprudencia frente a 
situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos, teniendo 
en cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de 
Estado, pero también las decisiones de la Corte Constitucional, observando 
el carácter obligatorio erga ommnes de estas."  
 
Dado este escenario, la Agencia considera que no existen los presupuestos 
jurídicos que permitan aplicar el mecanismo de extensión de jurisprudencia 
para este caso concreto, en el cual se solicita... su aplicación frente a la 
sentencia del 4 de agosto de 2010 del Honorable Consejo de Estado, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda con ponencia del Consejero 
Víctor Hernando Alvarado, radicación número 25000-23-25-000-2006-07509-
01 (0112-09). 
 
El anterior pronunciamiento deja en evidencia que en la actualidad existe 
disparidad de criterios jurisprudenciales, en razón de lo cual no es viable que 
se acceda al reconocimiento de la reliquidación pensional, siendo necesario 
el pronunciamiento de la Corte Constitucional… 
 
7. Que la Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia Administrativa 
(E) de la Procuraduría General de la Nación en providencia del 13 de 
diciembre de 2012, sobre el tema de reliquidación manifestó: 
 
"Frente a lo anterior es preciso señalar que sobre los hechos investigados no 
puede tomarse a la ligera el fondo de la litís en cuestión, por cuanto no sólo 
se trata de la presunta afectación a unos derechos patrimoniales de índole 
particular de los quejosos, sino que se debe analizar el contexto presupuestal 
y económico que conllevaría la reliquidación de las referidas 
pensiones.  
 
Por lo tanto es dable señalar que el presupuesto público es una de las 
herramientas fundamentales para la ejecución de la política económica por 
parte del Estado y sus diferentes entes administradores, constituyen el 
instrumento mediante el cual se aseguran los recursos que permiten 
garantizar en normal funcionamiento de la administración pública nacional, 
una vez aprobado por el congreso y sancionado por el Presidente de la 
República, se convierte en la autorización máxima de hasta para las 
entidades que lo integran". 
 
"Es por ello, que tomar decisiones de tipo económico que afecten las 
autorizaciones previstas en el presupuesto general de la Nación, trae 
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consecuencias nocivas para la entidad ejecutora y sus administrados. Lo 
anterior para destacar que no es dable que el SENA a través de la Secretaría 
General, tome decisiones que afecten los presupuestos aprobados para la 
entidad correspondientes a rubros de pensión de jubilación, sin contar con el 
respaldo económico que brinda el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
máxime cuando es evidente la ausencia de unificación de criterios frente al 
tema de las reliquidaciones pensionales, aún entre las altas cortes, por cuanto 
existen consideraciones opuestas." 
 
"Aventurarse a acceder las pretensiones de reliquidaci6n incoadas por los 
quejosos, podría constituir una grave violación a normas de carácter 
presupuestal y conllevar hasta la desestabilización económica de la entidad 
y la sostenibilidad financiera del sistema pensional, como quiera que las 
decisiones administrativas que involucren la disposición de recursos deben 
ser acordes con lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley Orgánica de 
Presupuesto...” (Negrillas fuera del texto). 

 
Lo anterior pone en evidencia que la reliquidación pensional no puede analizarse sin 
tener en cuenta el tema presupuestal y económico de las entidades públicas y de la 
Nación, ni muchos menos, sin considerar la sostenibilidad financiera del sistema de 
seguridad social en pensiones. 
 
Ahora bien, no existe unidad de criterios dentro de la jurisprudencia respecto de los 
factores que deben incluirse dentro del ingreso base de liquidación de la pensión. En 
algunas oportunidades, la Sección Segunda del H. Consejo de Estado, así como los 
diferentes Tribunales y Juzgados de la Jurisdicción Contencioso Administrativa 
ordenan la reliquidación de la pensión con la inclusión de todo lo devengado, sin 
detenerse en revisar si los conceptos tienen o no carácter salarial. Contrario sensu, 
otros fallos efectúan un estudio juicioso sobre los factores que tienen connotación 
salarial, dentro de los que se destaca el proferido el 10 de febrero de 2011" en el cual 
se señala: 
 
"La Sala añadió que resulta válido para las liquidaciones pensionales tener en 
cuenta todos los factores que constituyen salario, es decir aquellas sumas que 
percibe el trabajador de manera habitual y periódica, como contraprestación 
directa por sus servicios, excluyendo aquellas sumas que cubren los riesgos, 
infortunios o contingencias a los que el trabajador se puede ver enfrentado, es 
decir, los que tienen carácter prestacional. 
 
Así entonces, es necesario indagar sobre cada uno de los factores que pide el 
demandante se incluyan en la pensión, a pesar de que no están enlistados en el 
Ley 62 de 1985. 
 
Sobre las Vacaciones. No es posible incluir las vacaciones toda vez que éstas no son 
salario ni prestación, sino que corresponden a un descanso remunerado para el 
trabajador, por lo cual, no es posible computarlas para fines pensionales. 
 
Sobre la Bonificación por Recreación. Tampoco es posible tener en cuenta la 
bonificación por recreación porque el artículo 15 del Decreto 2710 de 2001, prescribe 
que la bonificación por recreación no constituye factor salarial para efectos 
prestacionales, por lo cual no puede accederse en este aspecto a la petición del 
demandante…”.1 

                                                  
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección "A". C. P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Radicación 

número: 19001-23-31-000-2005-00638-01(0330-10). 
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Sobre las Primas de Navidad  y Vacaciones. Por el contrario, no se pueden incluir las 
primas de navidad y vacaciones, porque éstas se reputan como prestaciones sociales 
a cargo del empleador, según lo establecido en el Decreto Nacional 1045 de 1978". 
 
Sobre el Auxilio Educativo: El objetivo del auxilio educativo, de conformidad con el 
artículo 10 de la Resolución 110 del 16 de mayo de 1989, es estimular a los hijos de 
los empleados públicos para que realicen estudios que faciliten su desarrollo 
educativo y conceder "en calidad de auxilio" un valor de dinero para estudios de 
preescolar, primaria, secundaria, técnica, tecnológica o universitaria, lo que evidencia 
que su objetivo se encuentra lejano de retribuir los servicios prestados por el 
funcionario o enriquecer su patrimonio, sino que corresponde a un apoyo económico 
educativo. 
 
Sobre las Vacaciones o sueldo por vacaciones: Por regla general las vacaciones son 
un descanso remunerado, por lo que no tienen connotación salarial. Dicha posición 
ha sido reiterada en diversas sentencias del H. Consejo de Estado en donde ha 
manifestado que el valor devengado por el empleado por dicho concepto no tiene 
connotación salarial, lo que ha sido reafirmado por el Art. 45 del Decreto 1045 de 1978. 
 
Al respecto, así se pronunció la Sección Segunda del Consejo de Estado en Sentencia 
del 11 de marzo de 2010 dentro del Expediente No. 25000232500020060119501 
(0091-09), criterio reiterado en sentencia del 14 de septiembre de 2011, (radicación 
número: 25000-23-25-000- 2010-00031-01(0899-11), por la Sección Segunda del 
Consejo de Estado: 
 

"... Es preciso indicar, tal y como se enunció en la sentencia anteriormente 
citada, que no es posible incluir la indemnización de vacaciones, toda vez que 
éstas no son salario ni prestación, sino que corresponden a un descanso 
remunerado para el trabajador, por lo cual, no es posible computarlas para 
fines pensionales. En efecto, esta Corporación ha precisado que la 
compensación monetaria, que se otorga al trabajador cuando no disfruta de 
sus vacaciones, no puede servir de base salarial para liquidar la pensión de 
jubilación." 

 
Prima de Coordinación: Por expreso mandato del artículo 4º del Decreto 248 de 2004, 
la prima por Coordinación no constituye factor salarial para ningún efecto legal. 
Dispuso expresamente la norma mencionada: 
  
"Artículo 4º. Reconocimiento por coordinación. Los empleados públicos del Servicio 
Nacional de Aprendizaje, SENA, en donde no exista el empleo de Jefe de División, 
que tengan a su cargo la coordinación o supervisión de grupos internos de trabajo, 
creados mediante resolución del Director General del SENA, percibirán mensualmente 
un veinte por ciento (20%) adicional al valor de la asignación básica mensual del 
empleo del cual sean titulares, durante el tiempo en que ejerzan tales funciones. Dicho 
valor no constituye factor salarial para ningún efecto legal." 
 
Por lo anterior, no es admisible que se incluya la prima de coordinación como factor 
salarial para liquidar la pensión de jubilación de los empleados del SENA, cuando por 
mandato legal expreso no tiene tal connotación. 
 
Bonificación de Recreación: La bonificación especial de recreación, conforme a lo 
establecido en el Manual de Prestaciones de la entidad no tiene carácter salarial, pues 
señala que la "bonificación especial de recreación no constituye factor de salario para 
ningún efecto legal". 
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Adicionalmente el artículo 3º del Decreto Número 451 de 1984, establece frente a la 
bonificación especial de recreación: "Artículo 30. Los empleados que adquieran el 
derecho a las vacaciones e inicien el disfrute de las mismas, dentro del a año civil de 
su causación tendrán derecho a una bonificación especial de recreación en cuantía 
equivalente a dos (2) días de la asignación básica mensual que les corresponda en el 
momento de causarlas." 
 
"El valor de la bonificación no se tendrá en cuenta para, la liquidación de las 
prestaciones sociales y se pagará dentro de los cinco (5) días hábiles anteriores a la 
fecha señalada para la iniciación del disfrute de las vacaciones". 
 
Como ya se mencionó, el Consejo de Estado ha sostenido que dicho pago no 
constituye factor salarial ni se debe incluir al liquidar las pensiones. 
 
Prima quinquenal: La prima quinquenal de antigüedad (quinquenio) no constituye 
factor de salario en ningún caso, por expresa disposición del artículo 40 del Decreto 
1014 de 1978, por el cual se establece la remuneración de los empleados públicos del 
SENA y se fijan las reglas para el reconocimiento de sus prestaciones sociales. 
Dispuso expresamente el mencionado artículo: 
 
"ARTICULO 40. PRIMA QUINQUENAL DE ANTlGUEDAD. El SENA pagará a sus 
empleados públicos, cuando cumplan cinco o diez años de servicios a la entidad, 
continuos o discontinuos, una suma equivalente al sueldo que devengue en la fecha 
en que se cause. Esta prima, cuyo pago no es habitual, no es salario ni se computará 
como salario en ningún caso." (Negrillas fuera del texto). 
 
Bono de Productividad: No es viable incluir dentro de los factores devengados en el 
último año de servicios, el bono extraordinario previsto en el Decreto 1483 de 2008, 
puesto que en su artículo 1º se previó expresamente que el mismo no tiene carácter 
salarial ni prestacional en ningún caso. 
 
En el salvamento de voto efectuado por el H. Consejero Gerardo Arenas Monsalve, a 
la sentencia de 4 de agosto de 2010, se hace referencia a que la taxatividad de los 
factores para liquidar la pensión no afecta los principios de igualdad y favorabilidad, 
bajo el argumento de que "lo que se trata es de aplicar la norma anterior que 
corresponda antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones para 
efectos de determinar la edad, el tiempo de servicios o cotizaciones y el monto de la 
pensión y no la norma que resulte ser más favorable a quien se va a pensionar. 
Tampoco comparto la consideración de criterios de igualdad, porque cada régimen 
pensional tiene sus propias reglas sobre los factores de liquidación, de modo que no 
es posible unificarlos por razones de igualdad. 
 
El principio de favorabilidad tampoco es aquí aplicable porque éste supone elegir entre 
dos normas potencialmente aplicables, mientras que en el régimen de transición la 
norma aplicable sólo puede ser la inmediatamente anterior y sólo esa, por cuanto la 
persona que se va a pensionar y que cumpla alguna de las condiciones del inciso 
primero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 no puede escoger entre esta ley y el 
régimen anterior, pues dicho artículo es claro al señalar que los presupuestos de edad 
para acceder a la pensión, el tiempo de servicios o semanas cotizadas y el monto de 
la pensión de vejez 'será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren 
afiliados' ". 
 
En resumen, la solución administrativa a las solicitudes de reliquidación de 
pensiones, debe tenerse en cuenta  la aplicación de la jurisprudencia de la sentencia 
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C-258 de 2013, por razón de carácter preferente que tiene los precedentes de la Corte 
Constitucional , y por la mayor razonabilidad de su argumentación interpretativa, 
implica que la entidad hacia el futuro considere que la forma de liquidar la pensión de 
sus servidores en régimen de transición , es dando aplicación al artículo 36 de la ley 
100 de 1.993, tal como interpretado por la Corte. 
 
Ello significa que el régimen anterior, o sea la ley 33 de 1.985, solamente  se debe 
aplicar en forma ultractiva la edad, el tiempo de servicio o las de cotización y el monto 
de la pensión, entendido como la tasa de reemplazo o el porcentaje que debe aplicarse 
sobre la base de liquidación. Igualmente, que para la liquidación debe tenerse en 
cuenta el ingreso base  de liquidación establecido en los términos de los artículos 36 
inciso tercero y 21 de la ley 100 de 1.993.  
 
En conclusión, las pensiones  en régimen de transición gobernada por el artículo 36 
de la ley 100 de 1.993, cuando el régimen anterior es la ley 33 de 1.985, debe 
liquidarse teniendo en cuenta:  
 
1.-la edad 55 años. 
 
2.-El tiempo de servicios 20 años continuos o discontinuos. 
 
3.- el monto de reemplazo del 75% 
 
4.-Para quienes el primero (1º)  de abril de 1994, les faltara menos de 10 años para 
pensionarse, el IBL, será el promedio de lo devengado en el tiempo que le hiciera falta, 
para reunir los requisitos para  causar el derecho a la pensión; el promedio de lo 
cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con 
base en la variación del IPC, según certificación expedido por el DANE,; en los demás 
casos es decir, en la hipótesis que a las personas a quienes  el 1º. De abril de 1.994 
le faltaban más de 10 años para reunir los requisitos de causación de la pensión el 
señalado en el artículo 21 de la ley 100 de 1.993, o sea el “promedio de los salarios o 
rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al 
reconocimiento de la pensión, actualizados anualmente con base en la variación del 
IPC según certificación del DANE.  
   
5.-Los factores que integran la base de liquidación son los señalados en el Decreto 
1158 de 1994, para integrar el salario base de cotización. 
 
Por otra parte, es pertinente señalar, que la competencia para los reconocimiento o 
reliquidación pensional es COLPENSIONES, entidad que hoy hace las  veces del 
suprimido ISS, teniendo en cuenta que a partir de la vigencia del Decreto 4937 del 18 
de  diciembre de 2009, no hay lugar a que los empleadores públicos reconozcan 
pensiones de los trabajadores afiliados al ISS. 
 
El Decreto 4937 dispuso que en los casos en los cuales los servidores tengan derecho 
a una pensión legal del sector público por aplicación del régimen de transición , habrá 
lugar a la emisión de un bono pensional tipo T que emitirá la entidad pública 
empleadora a favor  del ISS o quien haga sus veces , para financiar el diferencial 
existente entre las condiciones previstas en los regímenes legales aplicables a los 
servidores públicos ante de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones 
y el régimen previsto para los afiliados al realizar el reconocimiento de la pensión con 
el régimen de transición, a los servidores que a primero de abril de 1994, se 
encontraban en los siguientes casos: a) Que estuvieran laborando en entidades 
públicas como afiliados o como cotizantes al ISS en condición  de activos b) Que 
habiéndose retirado de la entidad pública fueran afiliados inactivos del ISS y no 
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estuvieran cotizando a ninguna administradora del sistema. C) Que una vez retirados 
de la entidad pública hubieran continuado afiliados y/o cotizando al ISS como 
independientes o como vinculados a una entidad privada  o ,d) que habiendo sido 
servidores públicos afiliados al ISS no cotizaban  a ninguna entidad al 31 de marzo de 
1.994.,  
 
Con lo anterior, podemos concluir que la actuación del SENA corresponde  a lo 
establecido de manera expresa  por las normas expedida  por el Gobierno Nacional 
para cada una de las pretensiones sub-judice, en consideración a lo anterior 
respetuosamente solicito a su Honorable Sala acoger los argumentos esbozado en la 
presente contestación,   en el evento de una posible sentencia desfavorable le solicito 
respetuosamente se pronuncie sobre los aporte a pensión  y salud que deberán 
efectuarse, indicando el tiempo de liquidación de los mismos, porcentaje a cargo del 
SENA y del Demandante e indicación expresa que COLPENSIONES y la EPS, 
estarán obligadas a recibir el pago de los aportes que dispongan el fallo judicial sin 
cobrar al SENA mora alguna.  
 
 

IV ANALISIS DE LA VINCULACION PROCESAL DE COLPENSIONES 
 
Conforme  a los temas expuestos previamente y teniendo en cuenta que 
las pensiones que reconoció el SENA, tiene el carácter de compartida s  
con la pensión de vejez  que reconoció el Instituto de seguros Sociales  
hoy en Liquidación  y que actualmente reconoce  COLPENSIONES, 
solicitamos se analice  la vinculación procesal de COLPENSIONES como 
Administradora  del  Régimen de Prima Media con Prestación  definida, 
de conformidad  con el Decreto 2011 de 2012, ya sea mediante  
integración  del litisconsorcio necesario u otra figura procesal que resulte 
aplicable, en tanto que la decisión que sobre  la pensión de jubilación se 
adopte dentro del proceso, puede afectar la pensión de vejez y como 
quiera que la Litis no puede resolverse  sin la comparecencia de dicha 
Administradora.  
 
Adicionalmente es necesaria la vinculación procesal de 
COLPENSIONES, EN tanto que como consecuencia de la liquidación 
pensional se origina el pago de aporte al  Sistema General de Seguridad 
Social de Pensiones, debiendo dicha administradora obligada a recibir el 
pago de aportes que disponga el fallo judicial, razón adicional para que su 
comparecencia sea obligatoria. 
 
                 V.DEFINISION EXPRESA SOBRE LOS APORTES 
 
Ante el riesgo de una eventual condena de la entidad, respetuosamente 
solicito al Despacho , se pronuncie expresamente  sobre los aportes a 
pensión y salud, que deberían efectuarse, indicando el tiempo de 
liquidación de los mismos, porcentajes a cargo del SENA y del 
Demandante, indicando expresa que COLPENSIONES Y y la EPS, 
estarán obligados  a recibir el pago de los aportes que disponga el fallo 
judicial sin cobrar al SENA, Mora alguna, tal como se pronunció el H. 
Consejo de estado en Sentencia del  7 de junio de 1.980 



Enalba María Rosado Botello 
Abogada  Especialista en Derecho penal   
Corporación Universitaria De La Costa    
Calle 14ª. Bis # 17-86 Luis A. Robles – Celular 3003949953 
Riohacha – La Guajira 
Email: enalbarosado@hotmail.com        
 

 
 
 
 

VI- EXCEPCIONES:  
 
 
EXCEPCIONES PREVIAS. La propondré por separado de conformidad con el  
artículo 100 del CGP. 
 
EXCEPCIONES DE MERITO: Propongo la excepción de prescripción por cuanto el 
solicitante se le reconoció la pensión de jubilación desde la expedición de la 
Resolución No. 00467 del 11 de mayo de 2001, es decir formulo petición de 
reliquidación más de tres (3) años de ejecutarse el reconocimiento pensional.  

 
 

VII. PRUEBAS 
 
 
1.- Resolución No. 00467 del 11 de mayo de 2001, “Por la cual se reconoce una 
pensión de jubilación”  
 
 

VIII. ANEXOS 
 
1.Poder para actuar conferido por la Directora Regional del Servicio Nacional de 
Aprendizaje SENA y sus respectivos anexos. 
 
2-Memorial de Excepciones previa con soporte.  
 
 

   IX NOTIFICACIONES  
 
Las recibiré notificaciones en la Secretaría del despacho o en la Oficina 
Jurídica del SENA, Regional Guajira, calle 21, carrera 15 Avenida 
Aeropuerto 2º. Piso, de Riohacha,  o en la dirección electrónica, 
ltromp@sena.edu.co  o erosadob@sena.edu.co  o 
enalbarosado@hotmail.com 
 
 
 
 
 
Atentamente  
 
 
ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO 
C.C.No.27015002 expedida en Villanueva La Guajira.  
T,P. No. 62.550 del C.S. de la J.   
 
 
 

mailto:ltromp@sena.edu.co
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RESOLUCIÓN No: 00467 DE 2001 

Por la eualse reeonoee una pensl6n de jubllael6n 

El Secretario General del Servicio Nacional de Aprendizaje ·sENA", 
en ejercicio de sus facultades legales y reglamentarias, especialmente las delegadas 

por el Director General de la Entidad en la Resolución No. 00434 de 1998, y 

.. CONSIDERANDO : 

Que el senor SIGIFREDO ANTONIO TRONCOSO MELO, identificado con la C. C. N° 
12.526.049 de Santa Marta, quien en adelante se denominaré el peticionario, solicitó a 
esta Entidad el reconocimiento y pago de la· pensión de jubilación por intermedio de la 
Regional Guajira, donde se desempeftaba como Instructor Grado 05. 

Que por encontrarse el peticionario dentro de las condiciones del inciso 2° del articulo 
36 de la Ley 1 00 de 1993, es beneficiario del régim~n de transición establecido en esa 
norma, por lo cual, la edad, el tiempo de seNicio y el monto de la pensión son los 
senalados en el régimen anterior, que corresponde al articulo 1° de la Ley 33 de 1985. 

Que el peticionario, para demostrar los cincuenta y cinco (55) anos de edad, presentó 
Copia del Registro Civil de Nacimiento con indicativo serial 30066880 expedido por la 
Registradurla del Estado Civil de Santa Marta, donde consta que nació el 30 de junio 
de 1944, y para l9s veinte (20) anos de servicio se allegó certificación 
expedida por el Técnico de ~ecursos Humanos de la Regional Guajira el 9 de abril de 
2001, en la cual seftala que· laboró durante 20 aftos, 6 meses y 7 dlas. 

Que el peticionario presentó declaración extrajuicio rendida el 5 de octubre de 2000 en 
la Notarla Primera de Rlohacha, manifestando bajo juramento que hasta la fecha no 
devenga pensión de ninguna especie ni recompensa alguna proveniente del Tesoro 
Nacional. · 

• 

• •• • 
Que en cumplimiento con ló .dispuesto en los artlculos 36-inciso 3° y 150 de la Ley 100 
de 1993, debe liquidarse lar pensión del peticionario con el 75% del promedio de lo 
devengado entre el 1• de a.bril de 1994 al 22 de mayo de 2000 (dla que cumplió los 
requisitos por el tiempo de •rvlcio) incluido el retroactivo del 9,23% para el· ano 2000, 
actualizado anualmente con el I.P.C. por el DANE, y luego reliquidarla 
•incluyendo los sueldos devengados" entre el 23 de mayo de 2000 al 29 de noviembre 
de 2000 (dla anterior al de su retiro por Resolución 00127 del 17 de noviembre de 
2000, suscrita por la Directo~ Regional (E)), asl : - ,. 

• 
• 

11M , •. ,. tll7 ,. ,. 
No.DIII 270 - '.' - - - 310 

• 
SUITOTALES 1,547,331.00 tt.l57.-.ao 13,G,IOUO 

•• •• 1 1. P.e a 31-12/t!I!M 8.812.ou1 
1. P.e a 31-1211195 8.233.&91.88 1.459.857.112 
l. P.C a 31-1211998 10,014,847.71 t1,508,G24.D8 11,812,428A3 
1. P.e • 31-1211997 tt,785,237.42 15 13.&85.505.77 14,071.357.70 

• 
l. P.e a 31-1211998 13.753.372.07 15.80Ut7A3 15,M7.645.24 18,42U74A4 15,842,239.27 
1. Pe a 3t.t211999 15.022.808.31 
TOTALES 15,022.808.31 

17,251,897~4' 17,411,812.89 17,138.158.07 17,Q88.017J5 18,831,869.15 
17.251.897.49 17,419,812.89 17 .938.&07 17 .D88.017.15 18,831,889.15 

SñiiD 73.73333 
MESADA PENSIONAL (11 75%) • 

• 

1 

TOTAL 
t42 2212 

7 .ttl. 171.00 73-383.00 

7.916.17800 111,473.439 .• (A) 
1.511.84U3 

1,133,884.45 
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RESOLUCIÓN No: 00467 DE 2001 

Por la eual se una pensl6n de jubllael6n 

CON LOS 
Ala 

No. Dllll tl7 

Sueldo 8hlco 7.393.1117.110 
Sublld. Almlnl 325.992.00 

432,483.00 
SUBTOTAL l.t5t,!G.GO (B) 

TOTAL A+ 8 
No.DIII 

DEVENGADO A • B 
PROM:/ ._.. 

PENSIONAL ( 1 7ft) 

DEL 23.05.00 AL 29.11.00 

DI 
119.824.981 .. 
1,495,135.51 

1,121,151.11 

Que con base en las operaciones matemáticas realizadas anteriormente y en 
aplicación del principio de favorabilidad al trabajador, se reconoceré como mesada a 
partir del 30 de noviembre de 2000, el valor correspondiente a la liquidación de la 
pensión, equivalente a UN MILLON CIENTO TREINTA Y TRES MIL OCHOCIENTOS 
OCHENTA Y CUATRO PESOS M/CTE ($1.133.884.00) mensuales. 

Que desde el 8 de junio de 1980, el SENA le ha venido pagando al ISS las 
cotizaciones de ley por el peticionario bajo el número de afiliación 050089608, para 
que cuando él cumpla los requisitos, ese Instituto cubra los riesgos de vejez, invalidez 
o muerte que asumió desde enero de 1967. 

Que en virtud de lo anterior y lo dispuesto en los articules 5°- a) del Decreto 813 
de 1994 (que fue modificado por el articulo 2° del Decreto 1160 de 1994) y 45 del 
Decreto 1748 de 1995, el SENA debe reconocerle la pensión al peticionario y continuar 
cotizando al ISS hasta cuando él cumpla con los requisitos que exige dicho Instituto 
para otorgar la pensión de vejez al afiliado con régimen de transición, momento desde 
el cual quedaré de cuenta del SENA únicamente el mayor valor, si lo hubiere, entre la 
pensión otorgada por eiiSS y la que corresponda en virtud de esta Resolución. 

Que en mérito de lo expuesto, esta Secretaria, 

RESUELVE: 

ARTICULO PRIMERO: Reconocer y ordenar pagar a SIGIFREDO ANTONIO 
TRONCOSO MELO, Identificado con la C. C. N° 12.526.049 de Santa Marta a partir 
del 30 de noviembre de 2000, una pensión de jubilación por valor de UN MILLON 
CIENTO TREINTA Y TRES MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y CUATRO PESOS 
M/CTE ($1.133.884.oo) mensuales, y a partir del 1° de enero de 2001 el monto de la 
pensión quedaré en UN DOSCIENTOS TREINTA Y TRES MIL NOVENTA Y 
NUEVE PESOS .M/CTE ($1.233.099.oo) mensuales, la cual se reajustaré conforme a 
las disposiciones legales. 

• 

ARTICULO SEGUNDO: CONDICION RESOLUTORIA : El SENA pagaré el valor total 
de la mesada a que se refiere el articulo primero, hasta cuando el Instituto de Seguros 
Sociales le reconozca al peticionario la pensión de vejez con base en las cotizaciones 
que para ese efecto le ha hecho esta Entidad desde cuando lo vinculó laboralmente, 

"•" a partir del cual quedaré de cuenta del SENA únicamente el mayor valor, si 
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RESOLUCIÓN No.' 00467 DE 2001 

Por la cual se una pensl6n de jubllael6n 

lo hubiere, entre la pensión asumida por eiiSS y la que corresponda por este Acto. Por 
lo anterior, El SENA pagaré al ISS las cotizaciones del peticionario para efectos 
pensionales, hasta cuando él cumpla los requisitos que exige ese Instituto para asumir 
el pago de la pensión. 

ARTICULO TERCERO: Contra esta Resolución procede solamente el recurso de 
reposición, que podré ser interpuesto y sustentado por escrito dirigido a esta 
Secretaria, dentro de los cinco (5) dlas hébiles siguientes a la personal o la 
desfijación del edicto. · 

ARTICULO CUARTO : La presente Resolución rige a partir de la fecha de su 
ejecutoria. 

Dada en Bogotá D.C., a 

• 

• 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE . 

• 

• 

• 

PEAA PEAA 
General 

Bn la ciudad de Riohacba, a los 1 6 MAY 2001 , notifiqul personalmente 
al interesado el contenido de la presente Resoluci6n. 

se le entera del contenido, se le entrega una y se le hizo saber 
que ella, · el recurso de repasician, el cual 
ser i to pCX' escrito ante la General, dentro da los 
e dlas hlbiles siguientes a la fecha de esta diligencia. 

• 

BL BL 

• 

• • 

e .c.Mo./2' 'de 

• 

Yaneth R • 

• 
• 

• 
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Doctora 
KELLY JOHANNA NIEVES CHAMORRO 
JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO 
 Riohacha La Guajira 
  

  

LINDA DE JESÚS TROMP VILLARREAL, identificada con la C.C. No. 32’713.706 
expedida en Barranquilla, mayor de edad, domiciliada y residente en Riohacha, 
actuando como Directora Regional y por ello, en representación legal del SERVICIO 
NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA, manifiesto que confiero Poder Especial, 
amplio y suficiente a la Doctora ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO, mayor de 
edad, domiciliada y residente en esta ciudad, identificada con cédula de ciudadanía 
No. 27.015.002 expedida en Riohacha La Guajira, abogada titulada y en ejercicio, 
portadora de la Tarjeta Profesional 62.550 del C.S. de la J., para que actuando en 
nuestra representación, defienda los intereses del SENA, dentro del Proceso de 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho,  promovido por  el   señor SIGILFREDO 
ANTONIO TRONCOSO MELO,   radicado con el número 44-001-33-40-002-2018-
00265-00 

Otorgo a la Doctora, ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO amplias facultades para 
notificarse de providencias, contestar la demanda, interponer recursos, recibir, 
conciliar, transigir, desistir, sustituir y reasumir el presente mandato en la defensa de 
nuestros derechos y les solicito, reconocerle personería en estos términos. 

Otorgo, 

  

 

LINDA DE JESÚS TROMP VILLARREAL 
C.C. No. 32’713.706 expedida en Barranquilla 
  

Acepto 

  

ENALBA MARIA ROSADO BOTELLO  
C.C.27.015.002 expedida en Villanueva – La Guajira. 
T.P. No. 62.550 del C.S. de la J.  
  

 

Firmado digitalmente por 
Linda Tromp Villarreal


